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SALA PRIMERA

Excmos .  S res .  :

D.  Miguel  Rodr fguez-Piñero y

Bravo-Ferrer

Ne  de  Reg ls t ro :  2005 /92

ASUNTO: Amparo promovido por

don Carlos Tomás Navarro.

SOBRE: Auto Audlencla Provln-

D.  Car los de la  Vega Benayas c ia l  de Zaragoza

D. Rafael de Mendizábal Allende desest. imatorio de queja con-

D. Pedro Cruz Vi1lalón tra denegación de nulidad de

ac tuac iones .  n
, l
! ¡

ll
La Sala,  €r r  l -a  p ieza separada de suspensión de1 present$-

¡ :
recurso,  ha acordado d ic t ,ar  e l  s igu iente t i

¿i
AUro I

I
I

I .  _ ANTECEDENTES ,{
' I

,,rj
tt

1-. El dla 27 de julio de L992 tuvo entrada en eI ReOistflo

General de este Tribunal escrito del Procurador de l-os Tqi-
t

bunales don Isac io CalJ-e ja Garc la,  €r I  nombre y  represenEaci fón
I

de don Carlos Tomás Navarro, interponiendo recurso de amO$ro

contra tres autos del Juzgado de Instrucción de CalatayuO nir{te-

ro UNO, eI primero de 26 de marzo de 199t, acordando la tor{na-
I

c ión de procedimiento abrev iado en d i l igencias prev ias 674/P0,

otro el auto de apertura de juicio oral dictado el t7 de o"[C,r-
I

bre de 1-991 y un tercero de 16 de d ic j -embre de ese año,  lasf
como contra 1os autos denegando Ia pet, ición de nulidad de pc-

tuac iones,  la  re forma contra e l -  mismo y la  queja anLe la  I l t {na.
I

Audiencia Provincial de Zaragoza. En Ia súrpl ica de la demañda
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se pide que se declare lesionado el derecho del interesado a la

tute la  jud ic ia l  e fect iva,  consagrado en e l -  ar t .  24 de Ia  Cons-

t i tución y la nulidad de las resoluciones judiciales impugna-

das. Y en un otrosf se sol- icita además que se acuerde la

suspensión de Ia tramitación de las actuaciones en la que se

han dictado las resoluciones que motivan el amparo, Yd que en

caso contrar lo ,  de otorgarse e l  mismo,  este perder ia  su

f ina l idad.  A
l l

i.
2. La Sección, €rI providencia de 25 de enero 

!e
1993, admitió a trámite Ia demanda de amparo, abrlendo la ntq-
sente pieza separada de suspensión en la que se dictó otra prq-

videncia de Ia misma fecha con el fin de oir al demandante v ail

Ministerio Fiscal por un plazo de tres dlas acerca de Ia medida

caut,elar instada, de conformidad con 1o previsto en e1 ar!. 9|O
: l

de  }a  LOTC.  i l

i l
3. E1 Ministerio Fiscal ha manifestado que 

"i  
,ro 

'{"

¡
accede a Ia suspensión, el efecto inmediat,o será :Ja

I

continuación de1 procedimient.o Ia celebración de la vista orl l

y que se dicte sentencia, por lo que una eventual y futu{a

nulidad de actuaciones con base en la indefensión, euedar{a

carente de objeto. En ta1 sentido solicita que se dicte au{o

acordando la suspensión de las actuaciones judiciales pero só{o
I

en 1o referente a la  ce lebrac ión de la  v is t ,a  ora1,  conforme 
fa

la  doct r ina const , i tuc ional ,  establec ida entre ot ros en 19"

AATC .  323  y  388 /90 .  :

Por su parte, €1 demandante ha dejado transcurrir

eI plazo concedido al efecto sin presentar escrito alguna sobre

su solicitud de suspensión, segrln se hace constar por di l igen-

cia del Secretario de Justicia de 4 de febrero últ imo.
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I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque Ia Ley Orgánlca de est,e Tribunal no 1o

diga asf explicitamente, iro parece discutible que la interpo-

sición del recurso de amparo, por su propia naturaleza intr ln-

seca,  r ro  obsta a la  v igencia,efect iv idad o e jecutor iedad de 1u?

disposiciones generales, actos admj-nistrativos o de cualquleb

otra inst i tuc ión del -  Estado y sentencias,  que son su objeto.  EF

una consecuencia de 1a presunción de legit imidad que alcanza F
todas las actuaciones de J-os poderes púrb1j-cos y con mayor razáft

si,  como es el caso, ostentan una aut,éntica legit imación demof

crática. Esta presunción inherente a la entera actividad nrlbf i f

ca ( l -eg is la t iva,  e jecut iva y  jud ic ia l )  está presente y  operanl -
I

t€, aunque implfcita, en Ia Constitución y a las veces explfcif
I

ta en el resto del ordenamj-ento jurfdico. I

I
I

Ahora bien, como contrapeso de tal presunción nuestro uiq-

tema de justicia constitucional configura la posibi l- idad de a$e

este Tribunal suspenda la ejecución de1 acto de Ios poderes n$-

bl icos por razón de1 cual se reclama el amparo. Desde una oerf-
pectiva procesal aparece como una nedida cautelar, eue cuinnfe

una funcj-ón de equil ibrio entre el poder y la l ibertad, cp-

nectándose directa e inrnediatamente a la garantfa de la efectJi-

vidad de la tutela judicial que consagra el art, 24 de nues¡lra

Const i tuc ión.  En efecto,  e f  sopor te de ta l  medida consis t ,e  en

el  r iesgo o Ia  cer teza de que la  e jecución ocasionara un

perjuicio que harfa perder aI amparo su f inal j-dad, segrln dice

eI  ar t .  56 de nuestra Ley Orgánica,  convi r t iendo asf  una

eventual senLencia favorable en una mera declaración de buenos

propósi tos,  desprov is ta de ef icac ia práct j -ca.

La suspensión preventiva de1 acto o disposición ob-

jeto del proceso de anparo exige una delicada ponderacj-ón de

los intereses generales o los derechos fundamentales de terce
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ros, cuya perturbacién grave o lesión actúa como lfmite de la

medida cautelar y el interés particular del demandante en ampa-

ro. En tal aspecto es el potencial perjudicado quien ha de jus-

t , i f icar lo  .  Por  ot ra par te,  €1 anáI is is  de l -a  s i tuac ión ha de

hacerse sin prejuzgar la cuestión principal, aún cuando sin

perderla de vista, con una mirada a]- soslayo.

2, En un caso como el que tenemos ante nosotros, la
ponderación de los intereses en juego exige su previa identif i"-

cación, ya gue la legft ima aspiración del demandante en ampa

de consegui r ,  para s f  mismo,  una efect iva tu te la  jud ic ia l

corresponde con el simétrico derecho de l-os eventual$s

perjudicados a obtenerla, sin olvidar el interés público en

justicia pronta que conlleve al efecto disuasorio de

prevención general como una de las virtudes lnherentes a

pena,  s j .

entramado

a eIIa hubiere lugar en su dfa. Pues bien,

de int,ereses y derechos, protegi

constitucionalmente en un mismo nivel, por ser todos el]Jos

fundamentaLes y en un mismo contexto procesal, hé s

contemplado ya por  este Tr ibunal  en los AATC. 323 y 388/ fe{0,
i

cuyos razonamientos jurfdicos son idént, icos a Ia letra. ¡

EI objeto procesal  en ambos casos €rd,  como len
este, sendos aut,os de otros tantos ,"Jueces de Instrucción en los
cuales se decretaba Ia apertura de 1os respectivos juicios ofa-

les. "Es notorlo -se añade- que en el procedimiento abreviaflo,

in t roducido por  Ia  Ley orgánica 7/L988,  de 28 de d ic j -embre,  l la

l l-amada fase de juicio oral no se reduce a 1a celebracj-ón de,la

v is ta,  ta I  y  como se desprende de 1os ar ts .  79: .  y  ss.  LECr j -m.

De1 mismo modo, resulta no menos evidente que el único perjui-

c io  que realmente podr la ,  on su caso,  causarse a l  recurrente,

de prosperar el amparo, serfa Ia efectiva celebración del acto

de l-a vista. Por tant,o, teniendo en cuenta estos dos datos y fa

necesidad de evitar di laciones indebidas en eI pfoceso para no

perjudlcar los intereses generales, procede acordar la suspen-

sión de las actuaciones penales de referencia exclusivamente en
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1o que atañe a la celebración del juj-cio ora1, pero no a las

actuaciones y  d i l igencias anter iores a l  mj-smo".  Este ha de ser

también nuestro pronuncj-amiento aquf y ahora, FOr tratarse de

un supuest,o de hecho idént, ico.

Por 1o expuesto, Ia Sala acuerda no haber lugar a

suspender Ia tramitación del procedimiento abrevj-ado 8/9L se-

guido en el 'Juzgado de Instrucción nr1m. l- de Calatayud, ni tAm-

poco la efectividad de las resoluciones judiciales impugnadas,

tramitación que habrá de proseguir hasta la citación para la

vista, eüe no se celebrará mientras no esté restlelto el

presente recurso de amparo.

Madr id ,

venta y  t res.

a quince de febrero de mi1 novecientos no-


